Comisión de Especial para el 
estudio de soluciones legislativas 


referentes a la libertad de comercio Versión Taquigráfica N* 1738 de 
en el Uruguay 2003 
Carpeta N* 2446 de 2002 


LIBERTAD DE COMERCIO Y PRESERVACIÓN DE 
LA LIBRE COMPETENCIA 


Versión taquigráfica de la reunión realizada 
el día 29 de abril de 2003 


(Sin corregir) 


PRESIDE: — Señor Representante Gabriel Pais. 


MIEMBROS: Señores Representantes Álvaro Alonso, Artigas A. Barrios, Ruben Obispo, Ronald Pais, Iván 
Posada y Adolfo Pedro Sande. 


INVITADO: Doctor Siegbert Rippe. 


SEÑOR PRESIDENTE (Gabriel Pais).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


La Comisión da la bienvenida al doctor Siegbert Rippe y le agradece su invalorable colaboración en este 
trabajo de armar el proyecto de ley de defensa de la competencia. 


Le hemos remitido algunos comentarios que nos hizo llegar el Poder Ejecutivo a través del Ministerio de 
Economía y Finanzas y del propio Ministro de Industria, Energía y Minería, así como comentarios que 
efectuó un experto del BID, el doctor De León. Deseamos conocer su opinión sobre estos comentarios y 
sugerencias efectuados por estas personas e instituciones que hemos ido recibiendo con posterioridad a la 
confección del proyecto de ley. 


SEÑOR RIPPE.- Agradezco nuevamente la invitación. Se trata de colaborar en un proyecto que nos 
parece conveniente y necesario para este país. Hechos recientes demuestran hasta qué punto nuestra 
legislación actual no es suficiente para encarar cierto tipo de temas. Lo señalo desde el inicio, en virtud 
de algunos de los planteos efectuados en el sentido de que lo que tenemos es bastante y no se necesita 
más. Eso no lo voy a analizar yo porque no me corresponde. 


Para ser breve y conciso, ninguna de las observaciones, comentarios o sugerencias me llaman la atención 
porque estaban dentro de las reglas de juego y ya lo habíamos advertido cuando presentamos el proyecto. Es 
muy difícil que un proyecto satisfaga a la totalidad de los actores sociales. Yendo de menor a mayor grado de 
intensidad en los comentarios, las observaciones del señor Ministro de Industria, Energía y Minería son 
bastante atinadas y compartibles desde todo punto de vista. No agreden ni proponen ninguna modificación a 


la estructura planteada. Ha hecho comentarios sobre algunos artículos en particular, a efectos de mejorar la 
redacción o la coherencia entre algunas de las disposiciones. Eso se puede analizar y, eventualmente, 
proponer. 


Se supone que cada uno de los que lo analizaron iban a remitir a esta Comisión una redacción. A veces no es 
fácil manejar conceptos cuando ya hay un anteproyecto estructurado, pero vale la pena conocer las 
alternativas de redacción propuestas. En términos generales, los conceptos son bastante admisibles y válidos. 
En cuanto a si debe haber algún criterio a priori o a posteriori, por ejemplo, en materia de concentración, el 
señor Ministro se inclina por una a posteriori, pero parte de la base de que es conveniente o necesario que 
exista tal tipo de control. Lo remarco porque en algunos de los otros comentarios alternativos se plantea que 
no sería necesario disponer de normas sobre concentración, como es el caso del Ministerio de Economía y 
Finanzas. Hasta donde pude interpretar, para ellos no sería necesario un capítulo vinculado a adquisiciones, 
concentraciones y fusiones. Me llama la atención, pero lo acepto como un concepto que manejan. También 
me llama la atención que en el caso del experto diga que esto está en discusión en este momento en la Unión 
Europea. No obstante, cuando se dice que esto no se plantea en el protocolo de defensa de la competencia en 
el MERCOSUR o que es necesario compatibilizar estas normas, o normas proyectadas, con las soluciones 
imperantes en la región, recordamos que Argentina tiene todo un capítulo vinculado a concentraciones. Se 
trata de una ley del año 1999, o sea que es posterior a la resolución del Consejo Mercado Común, que es el 
Acuerdo de Fortaleza. Argentina legisló a conciencia sobre el tema e, inclusive, impuso el control previo. En 
la ley argentina, toda concentración debe pasar previamente al órgano, y este dispone de cuarenta y cinco días 
a los efectos de habilitarla o no. El silencio de la Administración implica la aprobación ficta. Brasil tiene todo 
un proceso de concentración planteado sobre la base de controles previos. La legislación brasileña es de 1994 
y el Protocolo de Fortaleza es de 1997 y no conocemos que lo hayan modificado. Sin embargo, para ellos el 
tema de la concentración sigue siendo importante. Inclusive, aunque en la legislación de 1994 no plantean el 
carácter específico del monopolio, es uno de los tantos actos que requiere la previa autorización del CADE, 
que es el órgano de administración del sistema de defensa de la competencia. 


Por lo tanto, el tema de si es a priori o a posteriori, si debe haber o no un control en esta materia, más allá de 
constituir un concepto de política legislativa me parece conveniente. El ejemplo del problema que se planteó 
en Paysandú demuestra hasta qué punto es necesario que haya normas específicas en la materia. Cuando se 
dice que no es necesario una legislación al respecto porque las otras disposiciones habilitarían a tratar el tema 
del monopolio, me encuentro en la prensa que la Dirección General de Comercio entendía que no había 
normas sobre monopolio en la legislación actual ni elementos para manejar el concepto. Esto no deja de 
llamarme la atención. Se trata de un tema de política legislativa, es decir, regular o no el monopolio, como es 
de política legislativa establecer controles a priori o a posterior. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Precisamente en este punto es donde los legisladores que integramos la 
Comisión tenemos más dudas. Nos gustaría saber si el control de concentraciones tiene que ser previo o 
a posteriori. En este aspecto me interesa recalcar lo que usted mencionaba recién: me refiero a que 
Argentina tiene control previo a las concentraciones por una ley de 1999; Brasil también tiene control 
previo por una ley de 1994 y en el MERCOSUR... 


SEÑOR RIPPE.- El protocolo no dice nada. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En el protocolo no hay nada sobre Fortaleza. Asimismo en el protocolo no 
hay ninguna referencia al monopolio. 


SEÑOR RIPPE.- Se suponía que todo lo que era el monopolio estatal lo iban a tratar en una etapa 
posterior. Lo cierto es que desde 1997 hasta el 2003 no se hizo y ni siquiera Uruguay lo aprobó y creo 
que tampoco Argentina. Me parece que el protocolo solo está vigente entre Brasil y Paraguay y para el 
comercio intrazonal. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Y cómo se maneja la Unión Europea? 


SEÑOR RIPPE.- También con control previo. El experto De León planteó que en la Unión Europea se 
estaba conversando nuevamente este tema. 


SEÑOR POSADA.- Una de las dudas que nos queda es respecto a cuándo opera el control previo de 
concentración. Tal como se había propuesto, hemos mantenido la idea de establecer dos circunstancias 
en que se hace preceptivo el control previo. 


Quisiéramos saber si no valdría la pena -para hacer este asunto más operativo-, en lugar de definir dos 
circunstancias alternativas, definir una en la que concurran ambas alternativas. Es decir, hacer preceptiva la 
intervención previa cuando se verifique lo establecido en el literal A) y B) del artículo 24. Creo que en el 
caso del literal A) es más claro que haya una intervención preceptiva porque estamos hablando de una 
participación igual o superior al 30%. Pero también importa, en esa participación igual o superior al 30%, que 
tengamos algún indicador de calificación de la cuantía económica del nivel de actividad. 


Me parece que la exigencia conjunta de los dos literales para configurar la intervención previa con carácter 
preceptivo es algo que debiéramos examinar, de manera de hacer más operativo el trabajo del órgano 
encargado del control de las concentraciones. 


SEÑOR RIPPE.- Me parece que ese planteamiento se puede considerar, pero me gustaría reflexionar 
un poco este tema. Hoy en Argentina cualquier cosa amerita el control previo, al igual que en Brasil. 
En Argentina se utiliza para las fusiones, en adquisiciones de empresas, ventas de establecimientos 
comerciales de determinado nivel, es decir, hay mucha casuística. Obviamente nosotros no lo tomamos 
porque nuestra ley económica y el tamaño del mercado no ameritaba ese detalle, pero podemos 
considerar ese planteamiento que nos parece válido. 


Otro aspecto que se ha considerado también es de política legislativa y me parece atinado lo dicho por el 
señor Ministro -que está en algún otro comentario- en el sentido de que sea el órgano de defensa de la 
competencia el que trate todos los temas vinculados con esta defensa y, en todo caso, con aquella materia que 
habíamos considerado en cuanto a que existieran unidades sectoriales de control, sea este un órgano no 
opinante ni determinante y que, en definitiva, la decisión fuera tomada por el órgano de defensa de la 
competencia. En esto no hay problemas. El tema es toda la política vinculada con la organización sectorial de 
ciertas actividades económicas, que es un problema diferente. 


Otro aspecto que se plantea es si debe haber o no, por ejemplo, posición dominante o poder de mercado. El 
Ministerio de Economía y Finanzas dice que es mejor plantear el tema de posición dominante porque es de 
más uso. En ese sentido, en lo personal pensamos que no hay inconvenientes, pero nos pareció que en la 
práctica el poder de mercado podía abarcar ciertas situaciones que el uso de posición dominante de pronto no 
llegaba a comprender. No es una posición que comparta el Ministerio pero, sin embargo, cuando uno lee la 
opinión del técnico De León, a él le gusta la expresión "poder de mercado" y no la observa, aunque dice que 
es un proyecto que responde a pautas internacionales. En consecuencia, no observa la expresión y todavía 
dice -si no recuerdo mal- que es adecuada para comprender, por ejemplo, el fenómeno de los monopolios no 
establecer normas específicas. Estos aspectos los muestro como temas opinables, es decir, como lo que uno 
puede decir frente a cierto tipo de conceptos. 


Otro tema planteado fue el tipo de órgano de que se trata. Este asunto también es muy opinable. En algunos 
casos hay una defensa cerrada que seguiría siendo una unidad como, por ejemplo, la Dirección General de 
Comercio. Este es un tema de política. Si se tratara de la Dirección General de Comercio tendría que haber 
una unidad desconcentrada que esté vinculada con este tipo de temática. Por ejemplo, cuando se plantea por 
parte del Ministerio que hay que tratar de ver que se compatibilice nuestra normativa con la regional e 
internacional, esto compatibiliza porque la existencia de un tribunal, de un órgano específicamente dedicado 
a esta temática parece ser importante. Sin embargo, se plantea que por razones presupuestales no es 
conveniente. A mí me excede el tema presupuestal de si es o no conveniente. Está advertido que hay una 
consecuencia presupuestal; es inevitable. Entonces, es un asunto del legislador decir si hay o no recursos para 
ello. Parecería que deberíamos estar de acuerdo con que este órgano debería tener cierta o bastante 
independencia de un Ministerio; sea el CADE en Brasil o el Tribunal de Defensa de la Competencia, se 
comunican con un Ministerio específico. Puede haber comunicación con el Ministerio de Justicia, en un 
primer caso, o con el Ministerio de Economía y Finanzas posteriormente. Pero tienen un margen de actividad 
con bastante independencia y son órganos de composición colectiva. Tanto el CADE -que es una Comisión 
Administrativa de Defensa Económica- como el Tribunal de la Competencia en Argentina son órganos 
plurales; el tema presupuestal tiene muchas prioridades. Yo no puedo decidir qué es lo mejor, sino creer qué 
es lo mejor. Presupuestalmente hay un costo y no puedo manejar de una manera técnica el tema. 


Otro asunto que se podría plantear en el ámbito del Ministerio de Economía y Finanzas, salvo algunos temas 
vinculados con la coordinación, podría ser el relativo al del poder del mercado -que es opinable- o al de la 
concentración que, aparentemente, no necesitaría un capítulo especial. Tampoco conozco la redacción 
alternativa. Como ustedes saben, tengo algún tipo de vínculo con el Ministerio de Economía y Finanzas, 
aunque en un ámbito totalmente diferente de lo que es esta temática porque está más bien vinculado con el 
sistema financiero, y se me planteó que esperaban que la Comisión les dijera sobre qué temas podría ser 
interesante contar con una redacción alternativa; pero yo no la conozco todavía. 


Las observaciones planteadas, tanto la del señor De León como la del señor Bordaberry, son atinadas, pero se 
trata de temas de estricta política legislativa. Por ejemplo, se habla de mejorar las ganancias de eficiencia. 
Antes, nadie manejaba el concepto de ganancias de eficiencia. Cuando nosotros lo introdujimos, se nos 
preguntó en varias oportunidades qué era y qué impacto podía tener. Ahora todos coinciden en ello, pero 
dicen que habría que mejorar la redacción partiendo de la base de que toda vez que hay ganancia de 
eficiencia, todo lo que es el sistema represivo o monopólico, no se maneje. Yo puedo tener una situación de 
monopolio que sea eficiente y eficaz. En ese caso, no correspondería aplicar ninguna de las normas 
disciplinarias o represivas de la defensa de la competencia. De todos modos, no sé qué se plantea para 
mejorar el sistema. Nosotros pensábamos que tal como estaba redactada la norma era suficiente y así se 
entendió por parte de algunos actores sociales. 


Como conclusión, debo decir que todas son observaciones atendibles y atinadas; podría valer la pena conocer 
las redacciones alternativas que proponen algunos de los agentes económicos. Aparentemente, nadie discute 
la estructura de la ley ni sus principios esenciales; más bien, hay problemas de redacción o de ampliación de 
la norma. Una vez conocidas las alternativas de redacción, podría colaborar al respecto. Obviamente, habrá 
actores sociales que no estarán de acuerdo con ninguna ley de defensa de la competencia. Por ejemplo, la 
Liga de Defensa Comercial tiene una posición algo diferente que la de la Cámara, que está en contra de la 
ley. 


SEÑOR BARRIOS.- De las observaciones que recibimos, la que tuvo mayor repercusión en la 
Comisión -nos interesa conocer su opinión al respecto- fue la del señor Ministro con respecto al control 
previo o posterior de las concentraciones. Usted ya dijo que se acepta el criterio del control. De todos 
modos, quisiera saber si considera que el control posterior puede ser tan eficiente como el control 
previo. Tengo la sensación de que el control posterior puede llegar después de que las cosas se han 
producido. 


SEÑOR RIPPE.- Mi opinión sería que existiese un control a priori. El concepto que maneja el señor 
Ministro es de tipo comercial o negocial. En una economía de cierto tamaño, él teme que el control 
previo pueda desalentar las inversiones; yo no tengo elementos para valorar eso. Si estamos integrados 
en un espacio regional vinculado con otros, donde se acepta el control previo, no tengo elementos para 
decir si eso estimula o desestimula la inversión. Inclusive, en la legislación argentina se maneja un 
plazo de cuarenta y cinco días. Debería existir un órgano muy eficiente con plazos muy fundados para 
opinar de manera fundada. Pero si ingresa en el aparato burocrático -con trámites, requisitos, 
procedimientos, etcétera-, podríamos extendernos de tal manera que no fuese conveniente 
comercialmente. Es por ello que pensábamos en un órgano plural muy tecnificado como para tomar 
decisiones fundadas bastante rápido. 


SEÑOR OBISPO.- Sin duda que debido a las experiencias que existen con la concentración - 
fundamentalmente las que nos tocó vivir-, sería necesario un control previo. 


Recuerdo que la Ley N* 17.250, de defensa del consumidor, establecía la necesidad de compatibilizar 
nuestras leyes con las del MERCOSUR, para que nuestra legislación fuera acompasando las distintas normas 
de nuestros socios; y fue así que el país inició su proceso. Además, las normas que están vigentes de nuestros 
socios son similares a las nuestras. 


SEÑOR RIPPE.- Hasta donde nos consta es así. Pero ¿cómo se hace el control a posteriori? ¿Cuáles 
serían sus consecuencias? A priori, uno autoriza o no un determinado proceso de concentración. A 
posteriori ¿qué hace? ¿Obliga a escindir, a retrotraer la concentración, a sancionar por el hecho de 


haberse concentrado? Se me escapan los efectos que puede llegar a producir hacia el futuro un control 
a posteriori; debemos tener en cuenta que los hechos están consumados. 


Entonces, el problema es el siguiente: ¿cómo se enfrenta un hecho consumado? 


SEÑOR PRESIDENTE.- Esto se parece al régimen de Estados Unidos que mandó dividir a las 
empresas de telecomunicación. 


SEÑOR RIPPE.- Esa es una posibilidad. 


Eso fue lo que pasó en el caso de Microsoft: obligaron al Ministerio de Justicia a decidir. Después, la 
decisión fue revocada por un Juez Federal y negociaron. 


SEÑOR ALONSO.- Quisiera aprovechar la presencia del doctor Rippe para hacer algunas consultas. 
Me queda claro su posición respecto a todas las observaciones, pero hay un elemento que surge de las 
apreciaciones de los actores económicos que nos visitaron que tiene que ver con las potestades de 
aplicación del cese preventivo y con la discrecionalidad de este organismo; esto va atado a cuál sea su 
grado de su descentralización y su dependencia o no del Poder Ejecutivo. Me inclino a que el órgano 
tenga un grado de desconcentración mayor al previsto originalmente. Creo que la limitante 
presupuestal se puede superar. Soy partidario de que un órgano con esas características actúe con la 
mayor independencia posible. 


También me gustaría conocer la opinión del doctor Rippe con relación a otro asunto. Creo que no estaría de 
más dar intervención a la Justicia, siempre que se pudiesen establecer mecanismos procesales con plazos. 
Digo esto para que en la coordinación o descoordinación de los distintos Poderes del Estado no generemos 
espacios de tiempo indefinidos para la resolución de este tipo de temas. Considero que -pido al doctor Rippe 
que me corrija si no es así- en nuestro derecho positivo la Justicia generalmente actúa, entre otras cosas, 
porque tiene un prestigio determinado, y en situaciones como las que estamos tratando de evitar sería una 
garantía más del cumplimiento del bien común que se está persiguiendo. 


SEÑOR RIPPE.- El Estado se puede pronunciar en función de discrecionalidad, porque es propia del 
órgano administrador. Pero discrecionalidad no es arbitrariedad -este tema ya lo estudiaba el maestro 
Sayagués Lazo-; aun en la discrecionalidad todo acto debe tener fundamentos. 


El problema que tenemos con el Poder Judicial en algunos aspectos tiene que ver con el sistema recursivo de 
los actos administrativos, cuya base es constitucional; esa es una preocupación. Con toda franqueza, si por mí 
hubiera sido, hubiera dado mayores facultades al Poder Judicial. Lo que sucede es que los actos 
administrativos sólo son recurribles por vía administrativa y contencioso administrativa, porque así lo ordena 
la Constitución de la República. En Argentina, por ejemplo, el Tribunal es un órgano administrativo, pero los 
recursos se presentan ante el Poder Judicial. Esto no es posible en el Uruguay, debido al artículo 317 y 
siguientes de la Constitución de la República. Habría que pensar en qué tipo de intervención podría tener el 
órgano jurisdiccional cuando no se pronuncia la Administración. Por ejemplo, las aprobaciones fictas son una 
forma de trabajo consolidada en el derecho uruguayo. En muchos casos, cuando la Administración no se 
pronuncia en plazos determinados, queda firme la solicitud del peticionante. O sea que la aprobación ficta 
juega contra la Administración; si esta quiere tomar una decisión propia y evitar la aprobación ficta, tiene que 
procesar su participación. 


Engranar lo judicial con lo administrativo es particularmente difícil en un sistema jurídico como el nuestro; 
ese es el problema. No me refiero a medidas cautelares, a no innovar o a sanciones bajo ciertos aspectos, 
porque son independientes. Lo que sucede es que el acto administrativo en sí, en un órgano de tipo 
administrativo, está sujeto al sistema establecido en la Constitución de la República. Y no encuentro la forma 
de relevar esto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En este punto coincido totalmente con el doctor Rippe. Este es un tema 
insolucionable. La vía administrativa es recurrible ante el contencioso o la vía judicial común, con la 


opción de llegar ante la Suprema Corte de Justicia; no existe un camino intermedio. Se ha pensado 
mucho para solucionar este problema. 


SEÑOR RIPPE.- Este es todo un tema. Si estuviera establecido en una ley, no habría problemas, pero 
tiene sustento constitucional. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Al estar establecido en la Constitución, no podemos solucionar este problema. 


SEÑOR ALONSO.- Me gustaría volver sobre el tema que es el nudo del problema que está estudiando 
la Comisión, que es la autorización previa. Tal vez, desde el punto de vista técnico, el doctor Rippe 
entiende que es una cuestión de conveniencia, de eficacia o de perfeccionamiento de la norma. Quizá 
podríamos profundizar en la argumentación a favor de la autorización previa. 


Lo que sucede es que la decisión política de esta Comisión asesora del Cuerpo es, notoriamente, contraria al 
Poder Ejecutivo. Como estamos co-legislando -como siempre-, nos vemos en el cruce de caminos de querer 
desarrollar una iniciativa parlamentaria y de temer que no prospere en este ambiente ni en la siguiente 
Cámara por imperio del legítimo derecho que tienen los que opinan distinto. 


Entonces, creo que sería bueno tener una línea argumental más desarrollada respecto a la autorización previa. 


SEÑOR RIPPE.- Los señores Diputados deben recordar que el Ministerio, tal como planteó sus 
observaciones, estima que todo el Capítulo debe ser eliminado, ya que entiende que puede cubrirse con 
las otras disposiciones. No se opone a reprimir ni pondera el monopolio; dice que las otras 
disposiciones son suficientes. 


Todos conocen la situación. Me pidieron opinión escrita sobre el tema. En ese caso, tuvimos que manejar 
toda una argumentación para decir que la Dirección General de Comercio tenía determinadas facultades. Pero 
fue todo un esfuerzo argumental ante la no existencia de una norma específica. Entonces, cuando faltan las 
normas, queda sujeto a una interpretación. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El doctor Rippe ha sido muy preciso en todas sus explicaciones. Sin embargo, 
tenemos más dudas que antes con respecto al control previo de las concentraciones. Varios de nosotros 
tenemos auténticas dudas; un día pensamos para un lado y, al otro, para uno diferente. 


Nuestro invitado sí nos hizo un aporte valioso respecto a la legislación comparada. Soy sumamente 
respetuoso de esos aspectos porque siempre creo que lo peor que podemos hacer es ponernos a inventar 
soluciones. En general, ya han sido estudiadas y analizadas en otros lados y a veces las soluciones a la 
uruguaya terminan en incongruencias con lo que son los principios generales y las normas aplicadas en otros 
lados. 


SEÑOR RIPPE.- El experto De León hizo un comentario en cuanto a que está sujeto a revisión el 
concepto en la Unión Europea. Habría que ver si se puede obtener más material o más conocimiento 
acerca de lo que se está discutiendo en la Unión Europea sobre este tema en particular, así como hacia 
dónde se está orientando la reflexión, para tomarla en cuenta. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Lo concreto es que hoy en la Unión Europea rige el control previo de 
concentración. 


SEÑOR RIPPE.- Hasta donde sabemos sí. El propio señor De León dice que esto está sujeto a revisión, 
pero hoy es derecho positivo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Hoy también es derecho positivo en Europa. 


SEÑOR POSADA.- Creo que sería bueno coordinar las reflexiones a las que apuntaba el doctor Rippe 
respecto al artículo que hacía referencia a las dos circunstancias. 


SEÑOR RIPPE.- No sé si los comentaristas van a mandar o no redacciones alternativas. 


SEÑOR POSADA.- El Ministro Bordaberry quedó comprometido en tal sentido. En la medida en que 
tengamos una redacción alternativa la haremos llegar. 


SEÑOR RIPPE.- Se da una situación que no sé si en sua momento la llegamos a conversar con ustedes. 
Me refiero al tema del monopolio. En Estados Unidos, se dio un proceso de fuerte concentración en 
1890. ¿Qué pasó? Primero ellos fueron hacia economías de escala y una vez que obtuvieron la 
economía de escala empezaron a ponderar el fenómeno del monopolio. 


Hasta donde tengo entendido entre 1957, que es Tratado de Roma, hasta 1988 o 1989, Europa persiguió 
tamaños de escala para poder competir contra la fuerte empresa norteamericana. Recién a partir de ahí se 
empezó a preocupar por el tema monopolio con mucha fuerza. 


En Argentina no existía un sistema represivo del monopolio hasta 1999, porque ellos se habían orientado en 
función de la legislación europea y no de la norteamericana. 


A su vez, Brasil, desde la década de los 50, tenía una legislación basada en la experiencia norteamericana y 
en el 94 incorpora soluciones europeas. Esto se dio a medida que ellos fueron desenvolviéndose en el 
desarrollo de sus actividades económicas. 


Argentina se preocupó por el monopolio a raíz del tema REPSOL. Ellos no tenían frente al tema REPSOL- 
IPF un instrumento para poder prevenir o resolver lo relativo a esa fusión. No digo que haya sido causa 
eficiente, pero fue posterior que incluyeran todo lo relativo al monopolio. Se trata de un tema de dinámica de 


las actividades en cada país de acuerdo con la realidad y con lo que se espera como política del Estado, es 
decir, ¿qué promuevo o qué reprimo? 


SEÑOR PRESIDENTE.- Muchas gracias. 


(Se suspende la toma de la versión taquigráfica) 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


